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CONCEPTO Y ESTRUCTURA DE LA SEGURIDAD VIAL COMO 
DERECHO SOCIAL FUNDAMENTAL EN COLOMBIA 
 
Por: KAREN ALEJANDRA OCAMPO DÍAZ1 
DELIA PATRICIA OSPINA GUZMÁN2 
FÉLIX ROBERTO SUÁREZ RUBIANO3 
RESUMEN 
 
El trabajo que en adelante se desarrolla inicia con los pronunciamientos que 
respecto a la seguridad vial ha realizado la Corte Constitucional, conectándolo 
directamente con la protección de derechos fundamentales constitucionales 
como la seguridad, la vida, la integridad y la libertad. 
 
Acto seguido, se procede con todo el estudio doctrinal necesario para adecuar 
la seguridad vial dentro de la teoría de los derechos sociales fundamentales 
de RODOLFO ARANGO (2005), verificando el cumplimiento de los requisitos que 
se plantean: (i) existencia de un criterio de conexidad con un derecho 
fundamental constitucional; (ii) que obedezca a una estructura con titular, 
objeto y destinatario, y (iii) que sea aplicable mediante acciones positivas del 
Estado, generando con ello un ámbito de aplicabilidad y exigibilidad de tal 
derecho frente al Estado, configurando toda la estructura que este adquiere 
con el reconocimiento de su autonomía. 
 
                                                 












Una vez se demuestra la autonomía, y se reconoce el derecho a la seguridad 
vial como derecho social fundamental, se proponen ciertas medidas a modo 
de acciones positivas del Estado, con el fin de procurar una defensa mayor de 









The work that is developed from now it begins with the pronouncements on 
road safety made by the Constitutional Court, connecting it directly with the 
protection of fundamental constitutional rights such as security, life, integrity 
and freedom. 
 
Then, we proceed with all the necessary doctrinal study to adapt road safety 
within the theory of Fundamental Social rights expoused by Rodolfo Arango 
(2005), verifying compliance with the requirements that are posed to say: (i) 
existence of a criterion of connection with a fundamental constitutional right; (ii) 
that obeys a structure with owner, object and recipient; and (iii) that is 
applicable through positive actions of the State; thus generating an area of 
applicability and enforceability of this right against the State, configuring the 
entire structure that it acquires with the recognition of its autonomy. 
 
Once autonomy is demonstrated, and the right to road safety is recognized as 
fundamental social, certain measures are proposed as positive actions of the 









Si bien vida y libertad son derechos de talante constitucional en Colombia, en 
ocasiones terminan por convertirse en clichés normativos y jurisprudenciales 
buscando defender al ser humano de la sociedad y su evolución. El texto que 
se desarrolla a continuación pretende utilizar ambos conceptos como punto de 
partida para plantear una idea novedosa, en cuanto se busca que la seguridad 
vial pueda configurarse y exigir su respeto bajo el concepto de derecho social 
fundamental explicado por ARANGO (2005), para lo cual se estudiarán derechos 
constitucionales, en procura de fundamentar de una mejor manera la idea 
planteada; en tal sentido, se pretende articular derechos como la vida, la 
libertad y la libre circulación dentro del territorio de un Estado, con la 
reglamentación desarrollada en Colombia, buscando un mejor entendimiento 
de los elementos necesarios para armonizar y reglamentar la seguridad y 
comodidad en vías públicas y privadas de libre acceso, pretendiendo con ello 
dar respuesta a la pregunta planteada, en cuanto se logre demostrar que la 
seguridad vial se constituye en un derecho social fundamental.  
 
Luego, la evolución social y en infraestructura han desembocado en nuevos 
retos para proteger en mayor medida a las personas, por lo que se analizarán 
las acciones positivas contenidas dentro de las disposiciones reguladoras 
orientadas a la atención y prevención de los usuarios en las vías, ejerciendo 
una crítica activa a las normas colombianas por falencias en seguridad vial, 
que finalmente se evidencia en la tasa de accidentalidad y mortalidad en las 






1. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
1.1. ANTECEDENTES  
 
De manera inicial, estos pueden ser abordados desde los conceptos 
constitucionales de los derechos a la vida, integridad física y libertad, 
especialmente en cuanto a locomoción, que articulados permiten desarrollar 
toda una teoría en torno a las acciones positivas y negativas de regulación que 
debe ejercer el Estado para garantizar un correcto orden social, al menos en 
cuanto a seguridad vial se trata. 
 
Empero, el desarrollo en infraestructura y tecnificación de los procesos 
productivos del hombre, y el avance en las tecnologías del transporte, generan 
la creación de nuevos y más grandes riesgos, pudiendo llegar a potencializar 
los daños en una mayor escala, lo cual denota un reto para el Estado 
democrático moderno, en cuanto se debe diseñar una regulación que permita 
el buen equilibrio entre hacer más eficientes los distintos métodos de 
transporte, y generar las condiciones necesarias para la seguridad del 
conglomerado. 
 
En tal sentido, carece de lógica utilizar entramados jurídicos de seguridad vial 
antaño diseñados, cuando las carreteras sin pavimento y autos de bajas 
velocidades eran el común denominador, razón por la que los derechos y 
garantías sociales de las personas deben ir a la vanguardia de un transporte 
que cada día evoluciona. 
 
Por lo anterior, se cree insuficiente el desarrollo de la seguridad vial como 
factor determinante o conexo a los derechos inicialmente enunciados, tales 
como la vida e integridad, pues genera una protección precaria enfocada más 
al castigo y reparación de los daños causados, que en el mismo ejercicio de 
prevenir, de tal forma que en la actualidad, y con la reglamentación existente, 
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el mejor modo de realizarse en derechos es con la consumación de un daño, 
y no bajo los presupuestos de la prevención y seguridad vial. 
 
Aunado a lo anterior, la estadística de accidentalidad en la vía que se presenta 
de manera permanente, que en el año 2017 reportó 59.641 accidentes con 
69.702 lesionados y 6.123 muertos, y en el año 2018 con 40.047 accidentes 
de tránsito que representó 7.020 muertos y 48.003 lesionados, cifras 
alarmantes que demandan más acciones del Estado para proteger a los 
ciudadanos en las vías. 
 
Se considera entonces que existe una contradicción entre los avances vividos 
en Colombia, que se derivan del desarrollo vial, y los derechos sociales de las 
personas, toda vez que la solución no puede radicar en una simple distribución 
y asignación del riesgo respecto de los daños que se refleja en el sistema de 
responsabilidad civil y estatal. 
 
De igual manera, pese a los esfuerzos esbozados en el Decreto único del 
transporte en temas de seguridad y prevención vial (Decreto 1079 de 2015), 
la irresponsabilidad del Estado se promueve mediante cláusulas de 
indemnidad en contratos de concesión vial, de tal modo que el asunto en vías 
de última generación no es la seguridad, sino la subsunción de los daños 
causados por parte de las concesionarias, disminuyendo o eliminando de tajo 
los litigios de responsabilidad estatal por vías, sin cuidar lo fundamental: la 
persona. 
 
Por lo anterior, partiendo de la teoría de los derechos sociales fundamentales, 
se busca realizar un ejercicio de subsunción que determine la seguridad vial 







Se considera que el sistema normativo se encuentra obsoleto y se queda corto 
para garantizar los derechos constitucionales y fundamentales de quienes a 
diario transitan las vías de Colombia, de tal forma que el problema debe tener 
como centro el desarrollo y entendimiento de la seguridad vial, como un 
derecho social fundamental, de manera que se logre señalar el camino para 
su protección especial en el marco del desarrollo en infraestructura, impidiendo 
al Estado sustraerse de responsabilidades.  
 
1.3. FORMULACIÓN DE LA PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 
 
¿Por su connotación e importancia, resulta procedente reconocer la seguridad 
vial como un derecho social fundamental? 
 
2. JUSTIFICACIÓN  
 
El aporte que se hace al derecho administrativo, y en general al sistema 
jurídico colombiano, parte de las necesidades de justicia integral, donde se 
propugne por la defensa efectiva del conglomerado social, y se permita realizar 
un planteamiento desde las mayores garantías posibles a las personas. 
 
Un correcto orden jurídico desde sus bases normativas y no litigiosas, 
contribuirán con la humanización y constitucionalización del derecho, 
generando un marco de defensa de las garantías desde lo sustancial y lo 
procesal, que reconozca y proteja la seguridad vial como derecho autónomo, 
de tal forma que su defensa y protección no sólo repercutiría en una sociedad 
más segura para quienes día a día utilizan las vías, sino que podría derivar en 
un menor índice de litigiosidad por accidentes de tránsito.  
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De igual manera, el reconocimiento de la seguridad vial como un derecho 
social fundamental autónomo permitirá generar un sistema normativo y 
procedimental, de forma tal que se den constantes capacitaciones a los 
operadores judiciales en el campo de los distintos fenómenos que suceden en 
las vías, dejando atrás un desarrollo empírico y subjetivo en el campo de la 
responsabilidad, permitiendo generar atribuciones más justas de esta.  
 
En tal sentido, se requiere un planteamiento integral que abarque la 
prevención en seguridad vial desde los lineamientos y planes de desarrollo 
estatal, articulado con un esfuerzo por parte de los operadores judiciales, 
cambiando de manera paulatina la concepción de seguridad vial no sólo como 
un derecho, sino también como un deber ciudadano. 
 
Lo expuesto permitirá, de igual manera, un mayor desarrollo en cuanto a la 
responsabilidad penal por hechos de tránsito, contemplados en el artículo 66 
de la Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal), debe de presentar 
esta cita a continuación en relación a lo que está indicando que indica:  
 
Titularidad y obligatoriedad. El Estado, por intermedio de la 
Fiscalía General de la Nación, está obligado a ejercer la acción 
penal y a realizar la investigación de los hechos que revistan las 
características de un delito, de oficio o que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella 
o cualquier otro medio, salvo las excepciones contempladas en 
la Constitución Política y en este código. 
 
Finalmente, el por qué radica en garantizar de una mejor manera los derechos 
de las personas y ampliar el campo de protección que el Estado tiene sobre 
estas, más aún cuando la modernidad trae consigo la generación de riesgos 
mayores en temas de vías y el tránsito por estas; así mismo, el ejercicio 
estadístico tanto nacional como internacional permite evidenciar el creciente 
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índice de siniestralidad, de la mano del aumento en la cantidad y calidad de 
daños que genera cada accidente vial. 
 
3. OBJETIVOS 
3.1. OBJETIVO GENERAL 
 
Fundamentar los elementos esenciales que determinan la concepción de 
seguridad vial como derecho social fundamental del derecho a la vida digna. 
 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
 
a) Identificar los antecedentes jurídicos y constitucionales de la seguridad 
vial, como un derecho social fundamental autónomo. 
 
b) Determinar los elementos esenciales, desde la teoría de los derechos 
fundamentales y sociales fundamentales, que le dan a la seguridad vial 
una autonomía como derecho. 
 
c) Establecer el alcance de la seguridad vial como derecho social 
fundamental, en el marco legal y constitucional en Colombia.  
 
4. MARCOS DE REFERENCIA 
 
4.1. MARCO HISTÓRICO  
 
El desarrollo de la movilidad en la historia es un aspecto natural que podría 
reseñarse a tiempos inmemoriales, y que por las mismas necesidades que el 
ser humano se ha ido creando, genera un desarrollo a la vanguardia de la 
tecnología y los requerimientos de la sociedad. 
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De tal forma, en cada etapa que ha vivido la humanidad se vuelve 
determinante el planteamiento de la movilidad, toda vez que los alcances 
pretendidos por el hombre se convierten en un hito de la evolución social, 
planteamiento que se puede ver concretado cuando los predecesores de la 
actual especie humana vivían en hordas nómadas, sin posibilidad de 
transportar alimentos ni llevar consigo grandes cargas, y debían construir 
herramientas livianas y de fácil transporte. 
 
Con el paso de los siglos y la llegada del sedentarismo, el cultivo de plantas y 
la domesticación de animales, las necesidades fueron cambiando, de tal forma 
que el transporte dejó de ser una necesidad para sobrevivir, y se constituyó en 
un hito del desarrollo económico, pues pasó a convertirse en fundamental para 
el trueque de minerales, utensilios, alimentos, telas y demás. 
 
Así, establecido el comercio en distintas sociedades predecesoras desde las 
Américas, pasando por la Europa Antigua y llegando a las Indias, la evolución 
de los pueblos se centró en la producción de bienes y servicios para cubrir sus 
necesidades básicas y comerciarlos mediante una red de caminos que se 
construyó; inicialmente el transporte de dichos elementos se hacía mediante 
lo que hoy se conoce como mensajeros, que surcaban grandes distancias a 
pie, después algunos animales tiraban carretas, y hoy se utilizan automóviles. 
 
En tal sentido, como uno de los antecedentes necesarios en el tema que se 
plantea, en inmediaciones del año 3500 a.C. en la antigua Mesopotamia, más 
precisamente en la ciudad de Uruk, centro del desarrollo de la civilización 
Sumeria, aparece la rueda (LELYEN, s.f.), que pasó a convertirse en el invento 
más revolucionario para el momento, y uno de los más importantes en la 
historia del ser humano. 
 
De igual manera, la fabricación de los primeros vehículos con ruedas data del 
año 3000 a.C., y la aparición del primer vehículo de cuatro ruedas data del año 
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2400 a.C en las montañas de Cáucaso al este de Europa (ZORÍO B., 2017), 
precisando que en dicho continente era el ámbar la principal fuente de 
comercio por griegos, fenicios y etruscos (FERNÁNDEZ, 2017).  
 
En 1769 el ingeniero militar Nicolás Joseph Cugnot fabricó el primer vehículo 
llamado “Fardier â vapeur” (coche a vapor) impulsado por vapor, con un timón, 
sobre tres ruedas, que le permitía tener una velocidad de 4 km/h, y en 1771 
sufrió un accidente contra una pared de ladrillos, lo que se consideraría el 
primer accidente automovilístico. 
 
Así mismo, en el año de 1885 Karl Benz fabricó el primer vehículo de 
combustión interna que alcanzaba una velocidad de 16 km/h (EL UNIVERSAL, 
2018), y para el año de 1908 los hermanos Ford dan inicio a la producción en 
cadena de automóviles, comenzando así con una carrera en el desarrollo 
automovilístico que ha llegado a unos alcances impensable en su momento.  
 
De la mano de la producción en masa y evolución en motores, se va 
disminuyendo el tiempo de recorrer grandes distancias, ello por el incremento 
notable de la velocidad en los distintos medios de transporte, lo que a su vez 
permitió aumentar el índice de siniestros viales, generando la reciente 
necesidad del planteamiento de sistemas de seguridad vial y en los vehículos, 
de tal forma que se permita la protección de la vida e integridad de las 
personas, tema enunciado que ha sido preocupación de antaño por los 
juristas, pues revisando textos de responsabilidad, se encuentra que 
JOSSERAND (citado por TAMAYO J., 2013), decía:  
 
No hay en el mundo actual nada más complejo y más viviente bajo la 
acción de la vida moderna, siempre más mecánica y siempre más 
intensa, la responsabilidad tiende a ocupar el centro del derecho civil, 
es decir, del derecho en su totalidad, en cada materia, en todas las 
direcciones, siempre terminamos en ella, en el derecho público como 
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en el derecho privado, en el dominio de las personas como en el de 
los bienes; en todos los instante y en todas las situaciones, se 
convierte en el punto neurálgico común a todas las instituciones (p. 
817). 
 
Lo anterior permite reseñar, además del primer antecedente en cuanto a 
accidentes de tránsito descrito ut supra, el planteamiento de la primera 
condena en estrado judicial, de la que se tiene referencia por el acaecimiento 
de un accidente de tránsito. 
 
Al respecto el Fallo Blanco (1873) trata los supuestos fácticos de una menor 
de edad que fue atropellada por un carro que prestaba sus servicios a una 
empresa de tabaco estatal, momento que sirvió de génesis para el estudio del 
derecho de daños del Estado, donde se utilizó como fundamento el contenido 
del Código Civil Francés (1804), especialmente en sus artículos 1382 y 
siguientes, convirtiéndose en un hito para el derecho administrativo, pero en 
el tema que nos ocupa siendo fundamental para el estudio de la 
responsabilidad de los accidentes de tránsito y sus daños consecuentes.  
 
Partiendo del daño reseñado, y del artículo 1384 del Código Civil Francés 
(1804), se deriva todo un estudio para proteger a las cada vez más víctimas 
desprotegidas por un mundo industrializado, por lo cual, ante la dificultad en 
demostrar la culpa, jurisprudencia y doctrina se dieron a la tarea del desarrollo 
de teorías donde el sujeto pasivo de un daño no debía demostrar la 
culpabilidad del victimario, momentos que fueron descritos por TAMAYO J. 
(2013) en distintas etapas, de las cuales se enuncian las más importantes. 
 
El desarrollo de la responsabilidad, por el hecho de las cosas, toma de manera 
inicial la idea que solo procede “cuando se haya producido por un vicio interno 
de la misma” (TAMAYO J., 2013, p. 805).  
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De manera posterior se reconoció, teniendo como punto de partida una 
presunción en contra del propietario, que solo concretaría sus bases para 
1927, cuando se planteó como fuente de responsabilidad la naturaleza 
peligrosa de las cosas en atención con el deber de su cuidado o guarda 
(TAMAYO J., 2013, p. 805). 
 
Si bien el recorrido de doctrina y jurisprudencia al rededor del mundo pueden 
prestarse para sendos tomos que expliquen la responsabilidad en temas de 
seguridad vial y automovilísticos, los conceptos enunciados denotan el 
fundamento principal para la defensa que hoy se critica por insuficiente, en la 
protección de las víctimas por los hechos de responsabilidad por accidentes 
de tránsito, toda vez que, aún más allá del estudio tendiente a resarcir daños, 
lo que se debe buscar es la prevención.  
 
Por tanto, el reconocimiento del derecho a la seguridad vial como social 
fundamental contribuye a descongestionar la rama jurisdiccional, y apunta a la 
reducción de siniestralidad mediante distintos planteamientos jurídicos y 
constitucionales. 
 
4.2. MARCO TEÓRICO 
 
Los componentes teóricos de la idea que se desarrolla, si bien tienen un alto 
componente en la evolución y teorización en cuanto a la responsabilidad civil 
y estatal, giran en torno a demostrar la autonomía de la seguridad vial como 
derecho social fundamental. 
 
Debe explicarse entonces el sistema de posiciones jurídicas fundamentales 
como base de reconocimiento de la seguridad vial como derecho social 
fundamental, profundizando en los planteamientos deónticos que permitan la 
elaboración de una mejor teoría del reconocimiento autónomo de la seguridad 
vial como derecho, siendo necesario realizar el análisis de los derechos 
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sociales fundamentales, bajo la óptica de generales positivos, identificables 
desde tres planos:  
 
a) Titular del derecho: en quién o quiénes recae la garantía que brinda el 
derecho. 
b) Objeto: situación que se realiza o alcanza con la acción positiva o 
normativa que regula el derecho como tal. 
c) Fundamentación: la que se logra cuando existe una conexión entre el 
derecho pretendido y su positivización, o se ejerce en protección de 
otros previamente establecidos en el sistema normativo (ARANGO, 2005, 
p. 37).  
 
De lo anterior, resultando procedente el desarrollo y construcción del derecho 
a la seguridad vial como social fundamental, pues desde su objeto se permite 
la creación de derechos especiales que obedezcan al ser humano y cuyo 
reconocimiento haga menos gravosa una condición social, o mengüen los 
daños generados. 
 
4.3. MARCO JURÍDICO 
 
Dentro de este contexto propender por la seguridad vial, en palabras de la 
Corte Constitucional (2011), constituye un fin constitucionalmente válido, pues 
con él se persigue la garantía de derechos como la vida, y de principios 
constitucionales como el bien y la prosperidad general (Sentencia C-468). 
 
Dentro de su desarrollo distintas leyes y decretos han sido expedidos, donde 
el planteamiento fundamental se realiza en la Ley 769 de 2002, que en 
distintas partes la utiliza como base para imponer diferentes cargas a sus 
destinatarios, empero, sin definir el concepto de seguridad vial, señala que al 
Ministerio de Transporte le corresponde la elaboración de un plan nacional 
“para disminuir la accidentalidad en el país que sirva además como base para 
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los planes departamentales, metropolitanos, distritales y municipales, de 
control de piratería e ilegalidad” (art. 4°, parágrafo 1). 
 
Posteriormente, la Ley 1503 de 2011, por la cual se promueve la formación de 
hábitos, comportamientos y conductas seguras en la vía, realiza un camino de 
acción para propender con la prevención y seguridad vial, y de igual manera 
la Ley 1811 de 2016 buscó promover la educación y desarrollo de la seguridad 
vial, ambas sin contener una definición concreta.  
 
El Decreto 1079 de 2015, por ser el único reglamentario del sector transporte, 
también reviste una importancia manifiesta en el presente trabajo, no obstante 
nuevamente se queda corto en definición, solo planteando mecanismos sin 
fijar el norte de la seguridad vial desde lo conceptual y en sus objetos 
principales de protección.  
 
4.4. MARCO CONCEPTUAL  
 
Teniendo en cuenta que la democracia se cimienta en la garantía de derechos 
y su protección, el derecho a la seguridad vial se ha relacionado con la salud 
y la integridad personal, toda vez que al cumplir con los preceptos para que se 
garantice la seguridad vial, de manera indirecta se están garantizando estos, 
empero, lo que se busca es tener un reconocimiento autónomo de la seguridad 
vial como derecho, sin tener que recurrir a factores de conexidad o relación 
con otros derechos fundamentales. 
 
Como definiciones importantes a tener en cuenta dentro del trabajo que se 
presentará, y conforme las realiza la Ley 769 de 2002, están las siguientes: 
 
Accidente de tránsito: Evento generalmente involuntario, generado 
al menos por un vehículo en movimiento, que causa daños a personas 
y bienes involucrados en él e igualmente afecta la normal circulación 
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de los vehículos que se movilizan por la vía o vías comprendidas en 
el lugar o dentro de la zona de influencia del hecho. 
 
Autopista: Vía de calzadas separadas, cada una con dos (2) o más 
carriles, control total de acceso y salida, con intersecciones en 
desnivel o mediante entradas y salidas directas a otras carreteras y 
con control de velocidades mininas y máximas por carril. 
 
Choque o colisión: Encuentro violento entre dos (2) o más vehículos, 
o entre un vehículo y un objeto fijo. 
 
Conductor: Es la persona habilitada y capacitada técnica y 
teóricamente para operar un vehículo. 
 
Infracción: Transgresión o violación de una norma de tránsito. Habrá 
dos tipos de infracciones: simple y compleja. Sera simple cuando se 
trate de violación a la mera norma. Será compleja si se produce un 
daño material.  
 
Multa: Sanción pecuniaria. Para efectos del presente código y salvo 
disposición en contrario, la multa debe entenderse en salarios 
mínimos diarios legales vigentes. 
 
Peatón: Persona que transita a pie por una vía. 
 
Seguridad vial: se refiere al conjunto de acciones, mecanismos, 
estrategias y medidas orientadas a la prevención de accidentes de 
tránsito, o a anular o disminuir los efectos de los mismos, con el 
objetivo de proteger la vida de los usuarios de las vías. 
 
Vehículo: Todo aparato montado sobre ruedas que permite el 
trasporte de personas, animales o cosas de un punto a otro por vía 
terrestre pública o privada abierta al público. 
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Vía: Zona de uso público o privado, abierta al público, destinada al 
tránsito de vehículos, personas y animales (art. 2°). 
 
5. ESTADO DEL ARTE 
 
Si bien el reconocimiento del derecho a la seguridad vial como social 
fundamental carece de temas análogos por su especificidad, la falta de cultura 
en la conducción de vehículos ha cobrado millones de vidas y desastres a nivel 
mundial, precio del cual no han sido ajenas las familias colombianas, por ello 
la necesidad de implementar un sistema que garantice la prevención, atención 
jurídica y aplicación de justicia de manera objetiva, situación que aparece 
como falencia en el sistema jurídico del país, por lo cual se debe atender lo 
dicho por el Sr. BAN KI-MOON (2010), Secretario General de las Naciones 
Unidas: 
 
Fomentar una investigación exhaustiva de los accidentes y la 
aplicación de una respuesta jurídica eficaz a las defunciones y 
traumatismos por accidentes de tránsito y, por ende, fomentar 
soluciones equitativas y de justicia para los deudos y los lesionados 
(…) (p. 17). 
 
Conforme lo anterior, se enunciarán algunos estudios encontrados que pueden 
servir de base para reconocer la siniestralidad o identificar algunas cifras y 
conceptos: 
 
1. Fortaleciendo al sector académico para reducir los siniestros de 
tránsito en América Latina: “Investigaciones y casos de Estudio en 
Seguridad Vial” (BID, 2014) publicado por el Banco Interamericano de 
Desarrollo, mediante el cual se divulgan distintos conocimientos 
académicos en materia de seguridad vial, generando líneas de acción 
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para países de la región enfocados en la educación y prevención en 
temas viales. 
 
2. “Investigaciones Universitarias sobre Seguridad Vial y Movilidad 
incluidas en el Plan Estratégico de Seguridad Vial 2015-2020” 
(Gobierno Vasco, 2015), publicado por el Departamento de Seguridad 
–Dirección de Tránsito– del Gobierno Vasco, donde se realiza todo un 
estudio estadístico en cuanto a accidentes de tránsito, generando 
unas recomendaciones respecto de los factores que mayor riesgo 
generan en los accidentes. 
 
3. “La contribución a la Seguridad Vial de la Supervisión del 
Cumplimiento de las Normas de Circulación” (FUNDACIÓN MAPFRE, 
2017), publicado por la Fundación Mapfre, donde se concluye que el 
ejercicio continuo de controles en carreteras disminuye el índice de 
siniestralidad, apoyando ello la seguridad vial. 
 
4. Entre muchos otros portales y documentos se resalta la amplia 
gama de estudios que al respecto se han desarrollado y publicado por 
la ORG Fundación Línea Directa, donde se pueden destacar: i) 
“Influencia de la agresividad en los accidentes de tránsito” (2018); ii) 
“El impacto de los lesionados por accidentes de tráfico en la Seguridad 
Vial” (2015); iii) “Influencia de la somnolencia en los accidentes de 
tráfico en España” (2017), y iv) “La influencia de las drogas en los 
accidentes de tráfico” (DIRECTA, 2017). 
 
5. Finalmente, pese a la existencia incalculable de documentos al 
respecto, se destaca el Paper titulado “Seguridad vial y peatonal: una 
aproximación teórica desde la política pública” (MERCHÁN P., 2011), 
donde las autoras lo analizan con miras a determinar su componente 
teórico y de política pública, buscando disminuir la siniestralidad en 
las carreteras de Colombia. 
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Se debe indicar que la cantidad de documentos encontrados debieron ser 
objeto de un filtro, dejando solo los que mayor utilidad podrían detentar para 
el proyecto, pues si bien la relación de estos se enfoca más a lo estadístico 
que jurídico, podrían tener conceptos y cifras plausibles de ser usadas. 
Finalmente, es de advertir que del tema se ha escrito bastante en cuanto al 
concepto de seguridad vial, toda vez que al descriptor “seguridad+vial” 
pesquisado en Google, denota cerca de 43.900.000 entradas en 0,55 
segundos, empero no se encuentra una relación directa en las entradas 
consultadas que logre identificar la seguridad vial como derecho autónomo 
perteneciente a la categoría de social fundamental. 
 
6. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
6.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN: SOCIO JURÍDICA  
 
La investigación que ocupa estas líneas se desarrollará desde lo socio jurídico 
por su impacto, pues, partiendo de unas necesidades básicas de la sociedad, 
concretadas mediante la progresividad de protección a derechos 
constitucionales como la vida, dignidad, integridad y libertad de circulación de 
los usuarios de las vías, se planteará el desarrollo del derecho social 
fundamental a la seguridad vial, buscando promover mejores condiciones a la 
sociedad. 
 
En ese orden de ideas, se concreta una necesidad social mediante los distintos 
fallos que protegen los derechos constitucionales antes mencionados, los 
cuales, en virtud al planteamiento teórico sobre los derechos sociales 
fundamentales, podrían dar lugar al reconocimiento autónomo de la seguridad 
vial como derecho social fundamental, hecho último que generaría una 
obligación al Estado de adoptar medidas de protección a la comunidad. 
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6.2. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN: ANALÍTICO DESCRIPTIVO  
 
Determinado desde la figura de políticas públicas, su importancia respecto de 
los diferentes referentes teóricos permite plantear la seguridad vial como 
derecho social fundamental. 
 
6.3. INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE LA INFORMACIÓN  
 
a) Fichas de revisión bibliográfica: para la doctrina relacionada con el 
objeto de estudio.  
b) Ficha de revisión y análisis normativo: de las diferentes normas jurídicas 
que regulan la materia.  
c) Fichas de análisis jurisprudencial: de la Corte Suprema de Justicia, 
Consejo de Estado y Corte Constitucional.  
 
6.4. TÉCNICAS DE ANÁLISIS DE INFORMACIÓN: INTERPRETACIÓN 
SISTEMÁTICA Y TELEOLÓGICA  
 
La presente investigación se planteó desde el análisis interpretativo de las 
fuentes teóricas y normativas que regulan la seguridad vial en Colombia, por 
lo tanto, a partir de la estructura del análisis de la teoría de los derechos 
fundamentales y de los lineamientos doctrinales de los derechos sociales, se 
planteó la formulación de la seguridad vial como derecho social fundamental; 
la interpretación de las normas se estructura desde el enfoque sistemático, es 
decir, se tuvo en cuenta el ordenamiento jurídico como un sistema normativo 
que integra los postulados constitucionales. 
 
Desde lo teleológico se tuvo en cuenta que el interés superior del Estado social 
de derecho es el respeto por la vida digna, y por ende tanto la movilidad como 




7. ANTECEDENTES JURÍDICOS Y CONSTITUCIONALES DEL 
RECONOCIMIENTO DEL DERECHO A LA SEGURIDAD VIAL 
  
El acápite a desarrollar busca brindar un contexto desde los principales 
pronunciamientos que se han realizado con respecto a la seguridad vial como 
derecho constitucionalmente reconocido en el derecho colombiano, y que se 
consideran los de mayor relevancia para llevar a buen término la idea que 
pretende ser demostrada. 
 
7.1. ANTECEDENTES DEL DERECHO A LA SEGURIDAD VIAL EN 
EL SISTEMA JURÍDICO COLOMBIANO  
 
En el marco constitucional colombiano la Carta Magna (1991) indica como 
fines esenciales del Estado el servicio a la comunidad, la prosperidad general, 
y efectivizar la parte axiológica contenida en ella garantizando: 
 
(…) la vigencia de un orden social justo (…) Las autoridades de la 
República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás 
derechos y libertades, y asegura el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares (art. 2°). 
 
En tal virtud, se esperaría del Estado que, una vez se planteen desde la 
principialística o normativamente derechos de talante constitucional, se 




Además del planteamiento de algunos derechos como fines esenciales del 
Estado, la Carta Política (1991) los desarrolla a manera de fundamentales, 
verbi gratia el derecho a la vida consagrado en el artículo 11, fijándose de 
manera taxativa como mandato superior para todas las autoridades, con el 
propósito de lograr las condiciones necesarias para el desarrollo efectivo de la 
convivencia en sociedad. 
 
De igual manera, se plantea lo relativo al derecho a la libertad, donde el artículo 
24 ídem indica que “todo colombiano, con las limitaciones que establezca la 
ley, tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir 
de él y a permanecer y residenciarse en Colombia” (Constitución Política, 
1991). 
 
En ese orden de ideas, el planteamiento que acá se pretende realizar parte de 
los dos derechos precitados, los cuales usualmente son entrelazados de tal 
forma que el derecho a la libertad, con énfasis en la circulación por el territorio 
de un país y sus vías, de conformidad con lo prescrito en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (Art. 16): “toda persona tiene derecho a 
circular libremente (…) en el territorio de un Estado”, constituye el núcleo 
esencial de la seguridad vial, lo cual a la postre puede configurarse en una 
protección mayor de la vida e integridad de las personas. 
 
Tal orden, si bien no tomó el alcance esperado, fue plasmado de manera legal 
al decir:  
 
En el desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24 de la Constitución 
Política, todo colombiano tiene derecho a circular libremente por el 
territorio nacional, y está sujeto a la intervención y reglamentación de 
las autoridades para la garantía de la seguridad y comodidad de los 
habitantes, especialmente de los peatones y de los discapacitados 
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físicos y mentales, para la preservación de un ambiente sano y la 
protección del uso común del espacio público. Las autoridades de 
tránsito velarán por la seguridad de las personas y las cosas en la vía 
pública y privada abiertas al público (Ley 769 de 2002, art. 7°). 
 
De igual manera, si bien no se plasma un concepto claro de la seguridad vial, 
lo cual resulta ser el objeto de la tesina en comento, la Ley 769 de 2002 hace 
un acercamiento a lo que con esta se pretende proteger, al señalar: 
 
El Ministerio de Transporte deberá elaborar un plan nacional de 
seguridad vial para disminuir la accidentalidad en el país que 
sirva además como base para los planes departamentales, 
metropolitanos, distritales y municipales, de control de piratería 
e ilegalidad (art. 4°, parágrafo 1). 
 
Aparece entonces en Colombia, de una manera tímida, un marco 
normativo que se orienta a la prevención y asistencia técnica en materia 
de seguridad vial, propendiendo por la disminución en la accidentalidad, 
elementos que se ven desarrollados por la Ley 1503 de 2011, donde se 
promueve la formación de hábitos y conductas seguras, y en el Decreto 
1079 de 2015, único reglamentario del sector transporte, se fijaron 
ciertos mecanismos para igual fin. 
 
Con lo anterior, y teniendo en cuenta los lineamientos para la formación de 
hábitos, comportamientos y conductas seguras descritos en la Ley 1503 de 
2011, la Resolución 1565 (MINISTERIO DE TRANSPORTE, 2014) definió la 
seguridad vial como aquel “conjunto de acciones, mecanismos, estrategias y 
medidas orientadas a la prevención de accidentes de tránsito, o a anular o 
disminuir los efectos de los mismos, con el objetivo de proteger la vida de los 
usuarios de las vías”. 
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Sin perjuicio de ello, en la creación de la Agencia Nacional  de Seguridad Vial 
(Ley 1702 de 2013)  precisa de mejor manera tal definición, al decir que es: 
 
(…) el conjunto de acciones y políticas dirigidas a prevenir, controlar 
y disminuir el riesgo de muerte o de lesión de las personas en sus 
desplazamientos ya sea en medios motorizados o no motorizados. Se 
trata de un enfoque multidisciplinario sobre medidas que intervienen 
en todos los factores que contribuyen a los accidentes de tráfico en la 
vía, desde el diseño de la vía y el equipamiento vial, el mantenimiento 
de las infraestructuras viales, la regulación del tráfico, el diseño de 
vehículos y los elementos de protección activa y pasiva, la inspección 
vehicular, la formación de conductores y los reglamentos de 
conductores, la educación e información de los usuarios de las vías, 
la supervisión policial y de conductores, la educación e información de 
los usuarios de las vías, la supervisión policial y las sanciones, la 
gestión institucional hasta la atención de víctimas” (art. 5°). 
 
Es entonces dentro del ordenamiento jurídico que se reconoce la seguridad 
vial como principio rector, y que actualmente es lineamiento para la 
implementación a modo de política pública. No obstante lo anterior, su pobre 
desarrollo legal no ha encontrado aún el camino para lograr un reconocimiento 
progresivo de derechos fundamentales como la vida, integridad y salud. 
 
Con lo precedente, buscando dar un mayor y mejor alcance en virtud a la 
protección de los derechos constitucionales precitados, se pasará a estudiar 
de manera breve las manifestaciones que al respecto han hecho la Secretaría 
General de la ONU y las altas cortes en Colombia. 
 
7.2. SEGURIDAD VIAL SEGÚN LA ONU  
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Teniendo en cuenta el nivel de conciencia mundial sobre la problemática de la 
pérdida de vidas y lesiones permanentes con sus respectivas consecuencias 
para los distintos Estados, la Secretaría General de la ONU (2010) decidió 
lanzar el “Plan mundial para del decenio para la seguridad vial 2011-2020”, 
tratando de menguar el índice de accidentalidad, fijando, entre otras cosas: 
 
(…) la incorporación de las características de la seguridad vial en la 
utilización de la tierra, la planificación urbana y la planificación del 
transporte; el diseño de carreteras más seguras y la exigencia de 
auditorías independientes en materia de seguridad vial para los 
nuevos proyectos de construcción; el mejoramiento de las 
características de seguridad de los vehículos; el fenómeno del 
transporte público, el control eficaz de la velocidad a cargo de la policía 
y mediante el uso de medidas de descongestión del tráfico; el 
establecimiento y observancia de las leyes que exijan el uso del 
cinturón de seguridad, del casco y de los sistemas de retención para 
niños; la fijación e imposición de límites de alcoholemia a conductores, 
y el mejoramiento de la atención que reciben las víctimas de los 




(…) a los Estados Miembros que lleven a cabo actividades en materia 
de seguridad vial, particularmente en los ámbitos de la gestión de la 
seguridad vial, la infraestructura viaria, la seguridad de los vehículos, 
el comportamiento de los usuarios de las vías de tránsito, educación 




Lo anterior con miras a socializar el riesgo, de tal modo que la responsabilidad 
de los daños no se derive únicamente de los Estados, sino que se logren 
compromisos y acciones concretas por la sociedad en pleno, advirtiendo que: 
 
(…) hay muchos otros agentes que también son responsables de la 
seguridad vial, tales como los servicios sanitarios, el sistema judicial, 
las escuelas y las organizaciones no gubernamentales. Los usuarios 
de las vías de transito tienen la responsabilidad a título individual de 
atenerse a las leyes y reglamentos (ONU, 2010). 
 
Lo afirmado, atendiendo las características de la ONU, toma especial 
importancia toda vez que fija un rumbo de manera integral respecto a la 
seguridad vial, incluyendo distintos factores y actores, haciendo énfasis en la 
prevención del daño, más que en su resarcimiento. 
 
7.3. SEGURIDAD VIAL SEGÚN LA CORTE CONSTITUCIONAL  
 
Se debe advertir que, de conformidad con lo que más adelante será 
desarrollado, el punto neurálgico para el desarrollo del derecho a la seguridad 
vial como social fundamental, parte de los pronunciamientos que al respecto 
ha realizado la Corte Constitucional, en la medida que sus teorías, además de 
ser precedente constitucional vinculante, permite el reconocimiento de sus 
alcances, de tal forma que ligarlo al derecho fundamental dará vida propia tal 
estamento.  
    
Al respecto, la Corte (2003) se ha manifestado en distintos sentidos con la 
Sentencia C-355, donde se hace un planteamiento tangencial del asunto, 
indica que sin la regulación en asuntos viales, los derechos de las personas y 
el interés colectivo: 
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(…) se verían gravemente afectados: la descoordinación de las 
fuerzas físicas que actúan en el escenario del tránsito vehicular y 
peatonal provocaría la accidentalidad constante de sus elementos y el 
medio ambiente no resistiría la ausencia de una normatividad que 
reglamentare la emisión de gases tóxicos por parte de los 
automotores, para poner solo los ejemplos más evidentes. Fines tan 
esenciales al Estado como la prosperidad general y la convivencia 
pacífica (Art. 2º C.P.) serían irremplazables si no se impusieran 
normas de conducta claras y precisas para el ejercicio del derecho de 
circulación. 
 
Con el apartado citado de la sentencia de constitucionalidad se está 
interpelando por el correcto orden y desarrollo de normatividades que cada 
vez, de una mejor manera, logren satisfacer las necesidades de movilidad, 
materializando con ello algunos derechos fundamentales, como lo son el de la 
vida, al disminuir el índice de accidentabilidad, el de la salud, con el control 
que se ejerce sobre la contaminación, y los fines esenciales del Estado que se 
materializan a través de la convivencia pacífica y la prosperidad general. 
 
En otros pronunciamientos la Corte Constitucional (2003) ha manifestado que: 
 
(…) la seguridad vial constituye un importante denominador común 
entre las regulaciones de transporte público de pasajeros y el privado 
(…) –precisando que– el legislador está en la obligación de expedir 
normas jurídicas que busquen salvaguardar la seguridad vial, y con 
ella, los derechos a la vida e integridad personal, de los demás 
conductores y peatones. 
 
Tal pronunciamiento asume de manera directa la relación entre derechos 
constitucionales fundamentales como la vida e integridad personal con la 
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seguridad vial, de tal manera que garantizar este último, y materializa una 
protección que logra salvaguardar los primeros. 
 
De manera posterior, reafirmando la línea de fundamentación expuesta, se 
hace el planteamiento por dicha instancia, donde la seguridad vial se utiliza 
como un medio para garantizar la vida e integridad de las personas, señalando 
que es precisamente el carácter riesgoso del ejercicio de conducir y/o transitar 
por las vías, lo que justifica que exista una regulación, donde el fin último sea 
mantener a salvo la vida, salud e integridad de los demás actores viales, 
resaltando “que el tránsito es una actividad frente a la cual se ha considerado 
legítima una amplia intervención policiva del Estado” (Corte Constitucional, 
2011). 
 
En tal sentido, el reconocimiento reiterado que ha realizado el máximo Tribunal 
en lo Constitucional muestra ab initio la importancia manifiesta que se da en la 
interpretación constitucional a la seguridad vial, ya que, si bien se acude a 
criterios auxiliares o su conexión con derechos fundamentales como la vida, 
salud e integridad de las personas, ello, como se verá líneas más adelante, 
permitiría estructurarla como derecho social fundamental, y generar una serie 
de elementos que vinculan al Estado para su guarda.  
 
 
7.4. SEGURIDAD VIAL SEGÚN EL CONSEJO DE ESTADO 
 
En cuanto a los pronunciamientos que ha realizado el Consejo de Estado debe 
decirse que, pese a no denotar un precedente constitucional, sus decisiones 
son criterios que amplían el margen de protección de la seguridad vial, por 
tanto se constituyen como orientadores y protectores de derechos 
fundamentales como la vida, la salud e integridad personal. 
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El Consejo de Estado (1999), con relación a la seguridad vial, en uno de sus 
pronunciamientos señaló que:  
 
(…) en la actividad que tiene por objeto la construcción, remodelación, 
mantenimiento y mejora de las vías públicas es una de los 
denominadas riesgosas o peligrosas en el entendimiento de que tal 
calificación supone una potencialidad del daño para las personas o 
para las cosas, a lo que se suma que, el uso de una vía publica a más 
de configurar a cargo de las autoridades un típico servicio de 
naturaleza pública, también comporta una buena dosis de peligrosidad 
o riesgo, pues la conducción de vehículos automotores es una 
actividad de suyo riesgosa.  
 
Para lo anterior se reconoce algunas de las condiciones para garantizar la 
efectiva materialización de los derechos. 
 
De igual manera, al tratar la principialística del Código Nacional de Tránsito y 
Transporte el Consejo de Estado (2010), se pronunció al decir: 
 
(…) es importante resaltar que la responsabilidad en la garantía de la 
seguridad vial inicia en la persona que toma parte en el tránsito, bien 
sea como conductor, pasajero o peatón; y es su deber conocer y 
cumplir las normas y señales de tránsito que le sean aplicables, así 
como comportarse en forma que no obstaculice, perjudique o ponga 
en riesgo a los demás. En el tránsito, los peatones y los 
discapacitados tienen prevalencia (configurando las 
responsabilidades que trae consigo hacerse parte de la movilidad). 
 
Reconoce también las obligaciones estatales para el efectivo cumplimiento de 
los fines constitucionales, señalando que:  
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El Estado debe asegurar la convivencia y la efectividad de los 
derechos, entre ellos, la libre locomoción, pero sujeto a la intervención 
y reglamentación para la garantía de la seguridad de los habitantes del 
territorio, especialmente de los peatones y de los discapacitados 
físicos y mentales, para la preservación de un ambiente sano y la 
protección del uso común del espacio público (CONSEJO DE ESTADO, 
2010).  
 
Siendo lo anterior una característica novedosa para su momento, y que a 
través de la imputación normativa tendiente a garantizar derechos sociales, 
termina desarrollando un marco que permite hacer ejecutivos los 
planteamientos sobre la seguridad vial. 
 
Si bien las altas cortes han realizado análisis y disertaciones en cuanto a la 
seguridad vial, ninguna de ellas se ha aventurado en el campo del 
reconocimiento autónomo como derecho y los alcances que este puede llegar 
a tener en el marco tanto de la prevención como en el de la reparación. 
 
Permite entonces el capítulo desarrollado generar un análisis de la evolución 
de la seguridad vial y los pronunciamientos que la respaldan desde las altas 
cortes que permiten su defensa en el sistema jurídico colombiano, e 
identificando finalmente al ser humano como génesis en el estudio de la 
movilidad y sus riesgos. 
 
Dicho lo anterior, se tomará como punto de partida, necesario para iniciar 
con la estructuración de la seguridad vial como derecho autónomo y que se 
pueda encuadrar dentro de la categoría de social fundamental, para lo cual es 
indispensable realizar en el siguiente acápite un ejercicio de estructuración 




8. ESTRUCTURA DEL DERECHO SOCIAL FUNDAMENTAL Y SU 
APLICACIÓN AL DE LA SEGURIDAD VIAL 
 
Ya se realizó un relato en términos normativos y jurisprudenciales a modo de 
antecedentes de la seguridad vial; en adelante lo que se pretende es, mediante 
la teoría de los derechos sociales fundamentales, demostrar la condición de la 
seguridad vial dentro de tal conjunto de derechos, para lo cual se realizará una 
subsunción de este a la estructura de los derechos sociales fundamentales 
que explica ARANGO (2005). 
 
8.1. CONCEPTO DE LOS DERECHOS SOCIALES FUNDAMENTALES  
 
El presente aparte deber comenzar con la definición que realiza el profesor 
ARANGO (2005) respecto de lo que considera derecho social fundamental, 
quien indica: 
 
(…) los derechos sociales fundamentales son derechos 
fundamentales, es decir, derechos subjetivos con un alto grado de 
importancia. Pero lo que distingue a los derechos sociales 
fundamentales de otros derechos fundamentales (differentia 
específica) es que son “derechos de prestaciones en su sentido 
estrecho”, es decir, derechos generales positivos a acciones fácticas 
del Estado. Los derechos sociales fundamentales son derechos 
generales, específicamente derechos generales positivos. El carácter 
general de los derechos sociales fundamentales se refleja en tres 
planos: el plano del titular del derecho, el de su objeto y el de su 
justificación. En el plano del titular del derecho, todas las personas 
son portadoras de derechos sociales fundamentales (derechos de 
todos), pero los obligados son exclusivamente los Estados 
democráticos modernos. En el plano del objeto de los derechos 
sociales fundamentales, son derechos constitucionales (es decir, no 
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simples derechos legales) a una situación fáctica que puede ser 
alcanzada mediante la creación de derechos especiales. En el plano 
de la fundamentación filosófica, los derechos sociales fundamentales 
son derechos humanos cuyo carácter ideal (validez moral) se ha 
fortalecido mediante su positivización (validez jurídica) (p. 37). 
 
Según lo anterior, un derecho fundamental prestacional o social fundamental 
se logra desarrollar desde:  
 
a) El titular del derecho, pudiendo decir que se admite la titularidad de 
manera singular o plural, si y solo si, se reconoce como una pluralidad 
de derechos particulares o singulares sin articular el concepto de 
derechos de un grupo. 
b) Su objeto debe radicar en la protección de mandatos no simplemente 
legales, sino constitucionales, que, bajo la óptica defendida en estas 
líneas, basta con que su fin último esté adscrito a derechos 
fundamentales reconocidos por el ordenamiento jurídico. 
c) Su fundamentación que es planteada desde lo filosófico en el sentido 
que los derechos humanos se fortalecen desde su reconocimiento, y en 
tal sentido desde el desarrollo iusfundamental correcto, aquel derecho 
que se pretenda como social fundamental debe defender los principios 
constitucionales fundamentales, y su reconocimiento desde el 
normativismo no positivista recae en los pronunciamientos que hagan 
órganos judiciales que se caractericen por su imparcialidad. 
  
En cuanto a su reconocimiento, indica ARANGO (2005):  
 
(…) no basta auscultar en el texto constitucional para saber si en un 
determinado país tales derechos son reconocidos. Es necesario, 
además establecer si tales derechos son reconocidos por la 
jurisdicción constitucional respectiva, es decir, si las disposiciones 
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constitucionales de los países justifican los derechos subjetivos del 
individuo con alto grado de importancia y carácter positivo general (p. 
40). 
 
Se explica entonces que no es suficiente criterio para reconocer un derecho 
social fundamental su positivización a través de la Carta Democrática o 
Constitución de un país, sino que se debe ir más allá, analizando si el tribunal 
de lo constitucional, en este caso y para Colombia la Corte Constitucional, ha 
procurado su desarrollo, estudio o defensa en las sentencias que profiere. 
 
La manera planteada de reconocimiento de derechos sociales fundamentales 
guarda especial conexión con el sistema jurídico colombiano, toda vez que en 
este se han elevado al rango de constitucional no sólo los principios y normas 
positivizadas en la Carta Democrática, sino que se amplía a la interpretación 
que de ellos realiza la Corte Constitucional, de tal manera que resulta tan 
importante el precedente constitucional y sus consideraciones, como el 
contenido primario de la Constitución4. 
 
Así, el planteamiento que mayor importancia denota para el caso particular 
dentro del estudio de los derechos sociales fundamentales por ARANGO (2005) 
es cuando se adscribe un derecho social fundamental por vía de 
interpretación, para lo cual indicó que el elemento sine qua non para la 
configuración de un derecho social fundamental adscripto, es que se derive o 
su cumplimiento secunde el respeto o garantía de un derecho general positivo 
(p. 41). 
 
Con lo anterior, se ratifica la posición que al respecto se desarrolló por ALEXY 
(1993) cuando planteó la argumentación iusfundamental correcta de un 
derecho fundamental, en el entendido que su reconocimiento no depende de 
                                                 
4 Al respecto, distintas han sido las sentencias que reconocen un valor superior y 
vinculatoriedad al precedente constitucional; ver, entre otras, Corte Constitucional, Sentencias 
SU-053 de 2015, C-621 de 2015, C-104 de 1993 y T-260 de 1995. 
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la positivización, sino que depende de hacer parte de un desarrollo jurídico que 
lo conecte directamente con derechos fundamentalmente reconocidos, 
apoyando su realización a tal punto, que logre autonomía propia. 
 
Si bien, en un momento inicial y al realizar una lectura intuitiva del texto en 
estudio (Concepto de los Derechos Sociales Fundamentales), se genera una 
idea individualista y personal de los derechos sociales fundamentales, en el 
sentido que no pueden ser confundidos con derechos colectivos, a posteriori 
se plantea el concepto de derechos generales o derechos de todos, en el 
sentido que “buscan asegurar un estándar mínimo y por eso benefician 
parcialmente a todos. (…) deben facilitarle a la sociedad una convivencia 
armoniosa” (ARANGO, 2005, p. 49).  
 
Luego, su carácter unipersonal no contraría la protección agrupada de los 
derechos individuales de las personas, debiendo en este momento traer a 
colación el pronunciamiento de la Corte Constitucional (2014), donde indica 
que la seguridad vial beneficia a todo el conglomerado social desde la 
prosperidad general y la convivencia pacífica. 
 
Otros conceptos de gran importancia se esbozan desde la teorización que 
realiza el Doctor ARANGO (2005), no obstante, en el intento de definir el 
concepto de derecho social fundamental, y concretar una estructura clara que 
permita identificar o no a la seguridad vial dentro de su ámbito, lo hasta acá 
expuesto resulta ser preciso para realizar un cotejo del planteamiento con el 
desarrollo en Colombia de la seguridad vial. 
 
8.2. DERECHO SOCIAL FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD VIAL 
DESDE LA CARACTERIZACIÓN DE RODOLFO ARANGO  
 
En cuanto al planteamiento para reconocer un derecho social fundamental 
expuesto por ARANGO (2005), se debe indicar que mantiene la misma línea 
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argumentativa de ALEXY (1993) en su Teoría de los Derechos Fundamentales 
y lo que explica de los sociales fundamentales, precisando algunos conceptos, 
permitiendo una mayor claridad al respecto. 
 
Así, cuando en el plano del objeto de los derechos sociales fundamentales se 
indica que deben ser de índole constitucional, y su fundamentación filosófica 
se liga directamente con el carácter de humano y su validez jurídica, permite 
a este grupo de trabajo continuar con la argumentación del derecho a la 
seguridad vial elevado a social fundamental, en cuanto su reconocimiento es 
realizado desde lo normativo y judicial, en desarrollo y protección de derechos 
fundamentalmente reconocidos como la vida, la seguridad y la libertad, por 
ello, al señalar que su mandato de optimización está ligado directamente con 
los derechos fundamentales citados, se le está reconociendo de una manera 
tácita el carácter de fundamental adscripto. 
 
Agrega el texto consultado (ALEXY, 1993) que el reconocimiento de este tipo 
de derechos no puede limitarse a lo prescrito solamente en cuerpo normativo 
como para el evento colombiano lo es la Constitución Nacional (1991), sino 
que se debe ir más allá e identificar aquellos pronunciamientos del tribunal 
constitucional donde se desarrollen conceptos y se protejan condiciones del 
conglomerado social, dando especial importancia a cierto tipo de derechos 
como soporte a la realización en su mayor posibilidad de otros de talante 
constitucional. 
 
En virtud de lo anterior, según se expuso en líneas anteriores, la Corte 
Constitucional (2014) da tan alto grado de relevancia a la seguridad vial, que 
lo equipara con la defensa y logro de fines esenciales del Estado, tales como 
la prosperidad y orden general, además de su empleo como apoyo para la 
guarda y protección de derechos como la vida, integridad y hasta libertad. 
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Debe indicarse, de igual manera, que el reconocimiento y protección de la 
seguridad vial como derecho social fundamental constituye, además del 
ejercicio legítimo de las tres ramas del poder, un desarrollo de la función 
democrática del Estado en su aspecto real y material, pues constituye una 
aplicación plausible de la idea-fuerza del “derecho a tener derechos”, de la 
cual, en palabras de CARNOTTA (2008) se puede decir que: “El sistema será 
más democrático en la medida que permita la más plena vigencia de los 
postulados normativos en cuanto a derechos humanos” (p. 249; CARNOTTA, 
W., 2008, citado por BERCHOLC, s.f., p. 249), pudiendo decir que el 
reconocimiento de la seguridad vial y su desarrollo en calidad de social 
fundamental, constituye a su vez una relación más justa y democrática entre 
el Estado y los particulares, y entre estos últimos, pues se potencializa con ello 
el respeto por algunos derechos humanos. 
 
Señala ARANGO (2005), “Ernst Wolfgang Böckenförde, –que– los derechos 
sociales fundamentales tienen, en el contexto de un orden constitucional 
democrático de derecho, la forma de mandatos constitucionales”, por ello, al 
reconocer el derecho a la seguridad vial como social fundamental, se está 
propugnando por un sistema más democrático, toda vez que su desarrollo 
permite, a través de mandatos constitucionales, la mayor y mejor protección 
de derechos fundamentales y una realización más plena de los fines 
esenciales del Estado. 
 
Finalmente, se aclara que la estructura como tal de los derechos sociales 
fundamentales se plantea desde: (i) titulares del derecho social fundamental; 
(ii) obligados del derecho social fundamental, y (iii) su objeto deberá ser 
desarrollado en el capítulo siguiente, donde se pretenden fijar los alcances 
constitucionales del derecho social fundamental a la seguridad vial, y las 




8.3. RECUENTO DE LA ESTRUCTURA DEL DERECHO SOCIAL 
FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD VIAL  
 
Procurando un entendimiento más pedagógico del tema, a continuación se 
realizarán dos cuadros mediante los cuales se buscará agrupar los elementos 
teóricos y jurisprudenciales que reúne el derecho a la seguridad vial, y que 
permite a este grupo plantearlo como social fundamental. 
 
Tabla 1. Requisitos desde lo teórico 
 
Requisitos Rodolfo Arango Cumple 
Criterio de conexidad 






justifiquen los derechos 
subjetivos-derechos 
fundamentales adscriptos por 
vía de interpretación. 
Sí 
Estructura que contiene: 
(i) titular del derecho; (ii) 
objeto del derecho, y (iii) 
destinatario del derecho. 
Se debe identificar el titular 
del derecho, su objeto y 
justificación, advirtiendo que 
el obligado o destinatario 
siempre será el Estado. 
Sí 
Aplicable mediante 
acciones positivas del 
Estado. 
Derechos generales a 
acciones fácticas del Estado 
a través del ejecutivo, los 
particulares que cumplen 





Tabla 2. Reconocimientos desde lo jurisprudencial 
 
Derecho o principio protegido Providencia 
Vida Sentencias C-335 de 2003, 
C-1090 de 2003 y C-468 
de 2011 
Salud Sentencia C-335 de 2003 
Medio ambiente Sentencia C-335 de 2003 
Prosperidad general Sentencia C-335 de 2003 
Convivencia pacífica Sentencia C-335 de 2003 
Integridad de la persona Sentencias C-1090 de 
2003 y C-468 de 2011 
 
Como se puede ver, entonces, de manera breve la seguridad vial cumple con 
los requisitos planteados por el Maestro ARANGO (2005) en su obra Los 
Derechos Sociales Fundamentales, que le permiten encuadrarse dentro de la 
clasificación de derecho social fundamental, donde se conecta o desarrolla en 
virtud a derechos y principios constitucionales fundamentales, tales como la 
vida, salud, medio ambiente, prosperidad general, convivencia pacífica e 
integridad de la persona, pasando en adelante a determinar cuál sería el 
contenido y la estructura del tal mandato. 
 
9. ESTRUCTURA Y ALCANCE DE LA SEGURIDAD VIAL COMO 
DERECHO SOCIAL FUNDAMENTAL AUTÓNOMO 
 
Si bien los capítulos anteriores se enfocaron el primero, en generar un contexto 
desde lo histórico y legal sobre la seguridad vial, y el segundo buscó encajar 
dicho concepto en lo expuesto sobre la teoría de los derechos fundamentales 
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y sociales fundamentales, en lo que resta se buscará generar una estructura 
de la seguridad vial como derecho social fundamental que goza de autonomía, 
de tal forma que se identifiquen los titulares, obligados y objeto específico de 
dicho mandato, alcances jurídicos y constitucionales que este podría llegar a 
tener, generando como último punto una propuesta que permita ejercer un 
control y la realización en mayor medida de este. 
 
 
9.1. ESTRUCTURA DE LA SEGURIDAD VIAL COMO DERECHO SOCIAL 
FUNDAMENTAL 
 
La triada que fundamenta la teoría de un derecho social fundamental como 
autónomo siempre debe estar integrada en su parte más general por: titulares 
del derecho, obligados por el derecho y objeto del derecho, de modo que, pese 
a ser un mandato de optimización abierto donde no se prescriba una 
consecuencia jurídica ante su desconocimiento, se pueda identificar 
claramente el ámbito de la protección que se pretende, y sirva como guía en 
la construcción de normas y políticas púbicas que procuren su defensa. 
 
En tal sentido, de manera inicial se estudiarán los elementos enunciados 
respecto a la seguridad vial como derecho social fundamental. 
 
9.1.1. Titulares de la seguridad vial como derecho 
social fundamental. 
 
Acogiendo el criterio interpretativo que al respecto ha fijado ARANGO (2005), el 
alcance frente a los titulares de la seguridad vial como derecho social 
fundamental, es que, por ser reconocido como un derecho subjetivo, los 
sujetos adscritos solo pueden ser individuos. 
 
En tal sentido, la protección que se realiza de manera individual a una 
multiplicidad de sujetos, tantos como sea necesario para abarcar la cobertura 
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de aquellos que utilizan la red vial del país, tienen total validez, pues esta solo 
se logra cuando las condiciones de seguridad se ven reflejadas en la no 
afectación de los derechos constitucionales fundamentales a la vida o a la 
salud de las personas. 
 
Se amplía el concepto anterior, en el entendido que la seguridad vial como 
derecho social fundamental se dirige exclusivamente a un grupo de 
ciudadanos, integrado por aquellos que utilizan las carreteras del país, de tal 
forma que, por obvias razones, de esta categoría se excluyen aquellas 
personas que por su calidad, condiciones de vida o lugares de residencia, no 
hacen uso directo de la red vial, verbi gracia, habitantes de zonas boscosas, 
montañosas o fluviales que se transportan por medios distintos, o su forma de 
vida no les genera la necesidad de realizar largos desplazamientos.  
 
En tal sentido, se debe indica que la realización del derecho social fundamental 
como tal se da solo en la medida de la protección individual, tal como lo cita 
ARANGO (2005) refiriéndose a LUZIUS WILDHABER al decir: 
 
Los derechos Sociales fundamentales buscan asegurar un estándar 
mínimo y por eso benefician parcialmente a todos. La dignidad de 
cada individuo exige que este se pueda educar, alimentar y mantener 
saludable. (…) los derechos sociales fundamentales deben facilitarle 
a la sociedad una convivencia armoniosa. Pretenden –de igual 
manera que la libertad personal– satisfacer al orden social también en 
el sentido de permitirle al individuo el dominio de un espacio vital 
mínimo y un estatuto social. La etología o estudio del comportamiento 
en animales nos enseñan que, de lo contrario, las agresiones apenas 





(…) la expresión “derecho subjetivo” debe comprenderse en una forma 
“adjetivada”. El titular de un derecho es quien se encuentra en una 
posición jurídica que puede ser justificada mediante razones válidas y 
suficientes. Que sea el individuo principalmente quien se beneficia con 
las posiciones aseguradas jurídicamente, no significa que los 
derechos atañen exclusivamente a individuos. También grupos de 
individuos pueden ser titulares de derechos (ARANGO, 2005, p. 71). 
 
En tal sentido, la protección que ejerce la seguridad vial dentro del ámbito de 
protección individual no impide que este a su vez sea contemplado de manera 
colectiva y se garantice mediante medidas de impacto general o de gran 
calado como políticas públicas, pues se debe indicar que dentro de los fines 
esenciales de los Estados se ubica garantizar, en la mayor medida de lo 
posible, la coexistencia armónica de sus administrados, de tal manera que no 
podría ser contradictorio con lo que acá se discute, el reconocimiento de la 
seguridad vial como derecho social fundamental, cuando las formas de 
positivarse se contengan en órdenes de cumplimiento general, v. gr., leyes o 
decretos, como al respecto se ha desarrollado el artículo 24 de la Constitución 
Política de Colombia (1991), y el contenido expuesto en el Código Nacional de 
Tránsito y el Estatuto del Transporte. 
 
Finalmente, contextualizando las palabras de ARANGO (2005), el 
reconocimiento del derecho social fundamental a la seguridad vial, si bien 
puede verse circunscrito a un grupo, solo podrá alcanzar su realización 
máxima cuando logre proteger la autonomía de cada individuo. 
 
9.2. LOS OBLIGADOS DE LOS DERECHOS SOCIALES 
FUNDAMENTALES 
 
Frente a los obligados por derecho social fundamental a la seguridad vial, solo 
se puede contemplar el Estado y sus instituciones, lo cual se sustentará en 
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virtud al mandato general que este constituye, pues para su aplicación y 
protección particular se debe articular mediante leyes, decretos o sentencias 
judiciales, de tal forma que el inicialmente obligado es el Estado, por tanto “los 
derechos sociales fundamentales tienen la estructura fundamental del 
derechos del individuo a acciones positivas frente al Estado” (ARANGO, 2005, 
p. 93). 
 
En desarrollo de lo anterior, si bien el planteamiento realizado por el Doctor 
ARANGO (2005) excluye al legislativo como sujeto obligado de los derechos 
sociales fundamentales, este grupo de trabajo considera que, por tratarse de 
un reconocimiento autónomo de derechos fundamentales constitucionales, 
dicha rama del poder debe estar regida por los mandatos constitucionalistas, 
de tal forma que sus actuaciones también están sujetas al control de 
constitucionalidad, y el ejercicio de sus funciones democráticas los debe llevar 
a estudiar y plantear leyes que, de acuerdo a las necesidades sociales, permita 
una realización de mejores condiciones de vida para las personas; en tal 
sentido, el simple ejercicio de sus funciones podría desembocar en la 
expedición de normas que planteen la seguridad vial como una forma de 
proteger la vida, seguridad, libertad y orden para los administrados. 
 
Ahora, una discusión particular es la que nace en virtud de la iniciativa 
legislativa, toda vez que bien distinto es plantear que el Congreso para el plano 
de sus decisiones no se debe atar a los derechos fundamentales y sociales 
fundamentales, y otra bien diferente es que en la libertad de la iniciativa 
legislativa no se presenten proyectos encaminados a la realización de 
derechos sociales fundamentales, debiendo en este punto decir que en 
Colombia distintas posiciones se han adoptado por parte de la Corte 
Constitucional, donde se ha dado la orden al Congreso de la República de 
regular temas específicos como las corridas de toros o el matrimonio 
igualitario, de tal forma que, aún en su libertad legislativa, existen momentos 
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donde al Congreso se le impone la obligación de referirse frente a ciertos 
temas. 
 
En virtud de lo anterior, y siguiendo una línea de argumentación acorde a lo 
dicho, cuando en el Congreso de la República se discutan temas que puedan 
relacionarse con la seguridad vial, su deber es tomar las decisiones que, pese 
a ser políticas, permitan el mayor desarrollo de este como derecho social 
fundamental, sin perjuicio de quedar el camino abierto a que, por alguna razón, 
le pueda ser ordenado realizar un trámite legislativo al respecto.  
 
En cuanto a la obligación que tiene el órgano ejecutivo frente a lo que sería el 
derecho social fundamental a la seguridad vial, debe decirse que sus funciones 
se ligan directamente con el cumplimiento de los derechos fundamentales, de 
tal forma que la obligación no solo recae en las autoridades administrativas, 
sino también “se extiende a particulares que ejercen funciones públicas” 
(ARANGO, 2005, p. 97), pues estos en hechos y actos administrativos deben 
realizar constantemente un control de constitucionalidad, y en caso que las 
normas contraríen esta, preferir el cumplimiento indefectible de la Constitución. 
 
Finalmente, la administración de justicia es por excelencia la rama del Estado 
encargada del cumplimiento de los derechos sociales fundamentales; en este 
caso su actividad se constituye de vital importancia, en el entendido de 
reconocer a la seguridad vial como un derecho social fundamental adscripto, 
pues a diario se deciden litigios entre ciudadanos y el Estado, o de ciudadanos 
entre ellos.  
 
En la práctica de sus funciones no sólo están atados a la ley, sino también a 
la Constitución, lo que significa que los juzgados y tribunales no solo tienen 
que aplicar disposiciones de derechos fundamentales explícitamente 
estatuidos, sino también normas adscritas de derechos fundamentales. 
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En tal sentido, y como se dijo al empezar este aparte, el grupo de trabajo es 
de la posición que el derecho social fundamental ata a las tres ramas del poder 
público en Colombia, sin ser un destinatario directo el particular, toda vez que 
este se vuelve sujeto pasible de obligaciones en la medida que el tema se 
reglamente. 
 
9.3. OBJETO DE LA SEGURIDAD VIAL COMO DERECHO SOCIAL 
FUNDAMENTAL 
 
Al respecto, indica el maestro ARANGO (2005) que el objeto del derecho social 
fundamental se liga a la característica de la norma y su obligación, diciendo 
que es real; este radica en lo que debe o no hacerse con miras a lograr la 
protección del derecho social fundamental. 
 
En tal sentido, lo que se pretende proteger es la seguridad vial y los derechos 
constitucionales fundamentales que con ella se relacionan, el objeto está 
mucho más ligado con la teleología del derecho social fundamental, entonces, 
entratándose del planteamiento que ocupa estas líneas, debe decirse que este 
se ligará con todo el campo de acción que debe ser derivado de la seguridad 
vial, es decir las acciones u omisiones necesarias por parte del Estado para 
garantizar el mandato social fundamental. 
 
Señala más adelante el autor en cita que los derechos sociales fundamentales 
se alcanzan por distintos medios, los cuales son:  
 
a) una acción fáctica del Estado, o b) una acción normativa que pueda 
utilizarse como medio para exigir el derecho general, como por 
ejemplo la ley establece la obligación del patrono de seguir cancelando 
al trabajador el sueldo, hasta por seis meses, en caso de enfermedad 
no atribuible al mismo (ARANGO, 2005, p. 107). 
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Se debe indicar que el objeto entonces recae sobre la obligación que tiene el 
Estado colombiano en garantizar, en la mayor medida de lo posible, las 
condiciones de seguridad en las vías. Ahora, esa obligación puede ser 
realizada mediante acciones de facto y acciones normativas.  
 
Las acciones de facto son aquellas que pueden surtirse desde:  
 
a) El órgano ejecutivo, tales como controles, órdenes de comparendo, 
imposición de cargas como el Seguro Obligatorio para Accidentes de 
Tránsito (SOAT) entre otros. 
b) El órgano judicial que debe acoger en su seno los fundamentos del 
derecho social fundamental a la seguridad y plasmarlo en sus 
providencias. 
c) Pese a que el principal obligado en el marco de los derechos sociales 
fundamentales es el Estado, las acciones que se derivan de la 
ciudadanía toman un punto importante de protección en la seguridad 
vial, pues además de los límites que las normas plasman, depende de 
cada usuario de las carreteras actuar con precaución y debido cuidado, 
de tal forma que no se amenacen la vida, salud y libertad de las demás 
personas, derechos que en su conjunto, y bajo el común denominador 
del uso de las vías, se convierten en la seguridad vial desarrollada. 
 
En cuanto a las acciones normativas, este grupo de trabajo sigue sosteniendo 
la idea que la presión social, una orden del órgano judicial, o 
simplemente la liberalidad en la autonomía del legislador, puede llevar 
a generar acciones plausibles en pro de la defensa del derecho social 
fundamental; tales elementos se plasmarían en acciones como 
reformas al Decreto Único del Sector Transporte (2015), a las leyes 
penales o a los mecanismos de contratación estatal. 
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En tal sentido, y a modo de resumen, debe indicarse que la seguridad vial en 
su alcance autónomo como derecho social fundamental plantea una relación 
tripartita donde de manera individual se protegen derechos a la comunidad de 
actores viales, que obliga al Estado desde sus tres ramas del poder a ejercer 
las acciones necesarias que permitan garantizar condiciones óptimas de 
seguridad en la red vial colombiana. 
 
 
9.4. ALCANCES DE LA SEGURIDAD VIAL COMO DERECHO 
SOCIAL FUNDAMENTAL 
 
De manera previa se debe indicar que el reconocimiento de la autonomía del 
derecho a la seguridad vial como social fundamental traería per se una amplia 
gama de garantías, que se empezarían a aplicar por parte del órgano judicial 
y se ampliaría a todos los agentes del Estado, como se ha visto en el 
reconocimiento de autonomía en derechos como el de la salud, que de manera 
inicial debían ser estudiados en virtud de su conexión con la vida y dignidad 
humana, pasándose de manera posterior a darle el rango de derecho 
constitucional autónomo, y después a la expedición de decretos regulando ese 
tema. 
 
Dicho esto, utilizando como punto inicial la relación antes planteada entre 
titular, obligado y objeto del derecho social fundamental a la seguridad vial, es 
pertinente mirar sus alcances desde la justiciabilidad que se genera en las 
relaciones dadas entre particulares, o entre estos y el Estado. 
 
En este entendido, se plantea que la jurisprudencia en Colombia, estatuida 
recientemente mediante sentencias como fuente primaria, y la doctrina fuente 
secundaria del derecho, dan vida a derechos sociales fundamentales no 
positivos mediante la conexión y aplicación de normas y conceptos de 
derechos fundamentales y constitucionales fundamentales, “a partir de un 
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entendimiento sistemático u holístico del orden constitucional” (ARANGO, 2005, 
p. 124), generando entonces un sistema jurídico que va más allá del 
planteamiento positivo, por la búsqueda de una justicia real y efectiva, 
aplicando un estudio dúctil del derecho, mediante lo que podría considerarse 
una escuela normativista no positivista. 
 
Se plantea entonces que el alcance de la seguridad vial como derecho social 
fundamental se circunscribe ab initio a la argumentación y defensa por parte 
de los jueces y tribunales, en el entendido que son los llamados a generar el 
alcance interpretativo de los derechos constitucionales fundamentales, 
permitiendo ello la aplicación y defensa del derecho social fundamental a la 
seguridad vial. 
 
Se explica lo anterior diciendo que el primer eslabón en el reconocimiento y 
defensa del derecho social fundamental a la seguridad vial se debe realizar 
por los tribunales, tal como ya fue hecho por la Corte Constitucional, que en 
sentencias arriba estudiadas desarrolla su importancia desde la protección de 
dos derechos fundamentales reconocidos, tales como la vida y la salud, 
llevando a su vez al cumplimiento de los fines esenciales del Estado, en el 
entendido que su mayor defensa y realización genere mejores condiciones de 
armonía en la coexistencia de los ciudadanos. 
 
El punto siguiente, por ende, es el que se deriva del acatamiento por parte de 
todo el órgano judicial del precedente constitucional fijado por la Corte, luego 
lo que se pretende es que se unifique el lenguaje y argumento jurídico utilizado 
en todos los despachos del país, cuando en sus decisiones se planteen 
discusiones acerca del índice de accidentabilidad que afecta la seguridad vial, 
y estas sean armónicas con el reconocimiento que realiza el órgano de cierre 
en lo constitucional, de tal forma que se logre un ámbito generalizado de 




El segundo alcance derivado de la justiciabilidad de la seguridad vial como 
derecho social fundamental, es el que se desprende del estudio judicial de la 
legalidad y constitucionalidad de los actos y hechos administrativos, en el 
entendido que, con el paso del tiempo, las acciones u omisiones del Estado y 
sus actos administrativos se deberán ir adecuando al contenido de los fallos 
judiciales.  
 
Sin perjuicio de la adecuación que se llegue a generar en los estrados, es 
deber del ejecutivo realizar un control de constitucionalidad previo a la 
realización de su hechos y expedición de actos administrativos, entendiendo 
con eso que, ante el carácter vinculante de las sentencias de la Corte 
Constitucional, la línea que debe asumir el órgano ejecutivo y particulares que 
cumplan funciones administrativas es la que permite un cumplimiento en 
mayor medida de la seguridad vial como garantía a las personas, de tal forma 
que esta se ligue con la protección a los derechos fundamentales de la vida y 
la salud, y permita un desarrollo armónico de la sociedad. 
 
En ese entendido, partiendo del círculo hermenéutico del derecho y de la 
evolución sociológica de las leyes, debería una vez se genere un ámbito 
generalizado de respeto por parte del institucionalismo frente al 
reconocimiento autónomo de la seguridad social como derecho social 
fundamental, llegar a plantear una serie de medidas legislativas enfocadas a 
mejorar las condiciones de aplicación de dicha garantía, sin dejar de reconocer 
que lo anterior es una aspiración ambiciosa, y que podría ser planteado como 
una evolución del deber ser. 
 
Por lo expuesto, pese a la naturaleza que representa y expuesta en el capítulo 
anterior, donde el mandato que se trabaja se constituye en un principio prima 
facie en el sentido que su realización se debe en gran parte a la interpretación 
y argumentación jurídica, y que se enfoca en la garantía cada vez mayor de la 
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seguridad vial, llegado el caso de llevarse a la positivización la voluntad jurídica 
que acá se expone, se propone una fórmula reduccionista del derecho social 
fundamental a la seguridad vial, así: “Todas las personas tienen derecho a la 
seguridad vial y que el Estado realice las acciones necesarias para su 
garantía”5. 
 
Como complemento necesario de lo anterior, o en caso que no se realice un 
planteamiento taxativo, pero se mantenga una línea progresiva de la seguridad 
vial como derecho social fundamental, se proponen algunas fórmulas o 
reformas normativas que permitan la potencialización de los recursos, en el 
entendido de la defensa del derecho a la seguridad vial. 
 
9.5. PROPUESTA DE HERRAMIENTAS DE DEFENSA EN 
COLOMBIA DEL DERECHO SOCIAL FUNDAMENTAL A LA 
SEGURIDAD VIAL  
 
En el presente aparte se abordarán las propuestas a realizar tendientes a una 
optimización de la seguridad vial como derecho social fundamental, en un nivel 
de complejidad y gastos de operatividad, desde lo menor y más elemental, 
hasta ciertas reformas estructurales que han sido planteadas en el contexto 
internacional. 
 
En tal sentido, y sin abandonar el marco normativo colombiano, una medida 
inicial podría ser darle ejecutividad y cumplimiento a la creación de 
instituciones y procedimientos establecidos en el Decreto Reglamentario Único 
del Sector Transporte (2015), en el entendido de poner en funcionamiento y 
darle importancia a los órganos sectoriales de asesoría y coordinación, tales 
como los Consejos Consultivos del Transporte, de seguridad vial, o las 
comisiones intersectoriales de que habla el Título 3 de dicho decreto, además 
                                                 
5 Tal como se expuso, esta sería la fórmula general planteada para la seguridad vial como 
derecho social fundamental. 
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de la reciente Agencia Nacional de Seguridad Vial, pues en adelante será la 
encargada de fijar lineamientos y políticas encaminadas a la mayor realización 
de la seguridad vial. 
 
Lo anterior en armonía con las demás exigencias que se realizan en dicho 
Decreto a las empresas, conductores y a las mismas instituciones estatales en 
cuanto a seguridad vial se trata, manteniendo como principios orientadores: la 
educación, correcta y más exhaustiva revisión a las condiciones técnicas de 
los vehículos, planteamientos en infraestructura segura de las vías, atención a 
víctimas y progresividad en la normatividad que protege la seguridad vial, los 
cuales son planteados de manera tangencial y transversal en el Decreto 
Reglamentario del tema que se estudia. 
 
9.5.1. Capacitación y difusión de la seguridad vial 
en el órgano judicial 
 
Se debe propugnar por la difusión de las sentencias que tratan el tema de la 
seguridad vial, lo cual no genera costo alguno de funcionamiento, pues en 
virtud a la estrategia gobierno en línea, y a la ley anti trámites, las entidades 
públicas deben contar con un correo electrónico de público conocimiento, por 
tanto el punto más elemental a seguir es difundir mediante los canales 
institucionales la información y sentencias relativas al tema que se estudia. 
 
De igual manera, tal difusión puede realizarse mediante el portal de la 
seguridad vial, contemplado en el artículo 2.3.2.4.3. de Decreto Reglamentario 
Único del Sector Transporte (2015). 
 
En cuanto a la capacitación, atendiendo la creación del Fondo Nacional de 
Seguridad Vial y la Agencia Nacional de Seguridad Vial, para efectos 
educativos se deberían realizar cursos, diplomados y demás programas 
académicos que puedan llegar a establecerse, dirigidos especialmente a 
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empleados y funcionarios de la Rama Judicial y Fiscalía, buscando ampliar 
conceptos y medios técnicos dirigidos a una justicia más especializada en tales 
temas, de tal forma que se disminuya el espacio libre de derecho en la 
responsabilidad estatal, y se logre la judicialización penal o de responsabilidad 
civil cuando la amenaza se genere directamente por un particular ante el 
incumplimiento de la normatividad vigente y aplicable. 
 
En el marco del decreto citado se indica que la capacitación también se debe 
reflejar en todos los sectores que intervienen día a día en las relaciones de 
derecho generadas en las vías colombianas, partiendo desde los conductores, 
empresas de transporte y encargados de regular las vías y sus condiciones, 
tales como agentes de tránsito, policías de carretera, concesiones viales, entre 
otros. 
 
En desarrollo de lo anterior, al momento de expedir las licencias de conducción 
o su renovación, el conductor debe ser llamado a cursar determinadas horas 
donde se inculquen buenos hábitos en la seguridad vial; las empresas de 
transporte para su acreditación deben contar con un sistema de capacitación 
en el tema en comento dirigido a sus conductores y operarios, y finalmente, 
las concesiones y la policía deben capacitar constantemente a sus efectivos 
en prevención y atención de eventos que puedan afectar la seguridad vial. 
 
9.5.2. Sistema dinámico en el cobro de multas por 
infracciones de tránsito 
 
En búsqueda de generar condiciones de igualdad material, y con ello evitar 
sanciones irrisorias para cierto grupo privilegiado del conglomerado social, se 
plantea una modificación al cobro de multas por infracciones de tránsito en 
Colombia, de manera que su impacto en las finanzas personales del infractor 
no se calcule de forma objetiva fijando una determinada suma en salarios 
mínimos, sino que corresponda de acuerdo a la levedad o gravedad de la 
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infracción, a un porcentaje del salario o ingresos declarados para el año 
anterior, de tal forma que las sanciones mantengan su finalidad preventiva. 
 
La idea que se plasma tiene origen en el sistema de multas de algunos países 
escandinavos como Finlandia y Suiza (POLICÍA Y JUSTICIA, s.f.), que ponen 
multas sobre la renta diaria de las personas, advirtiendo que, si bien por las 
condiciones del idioma se dificulta realizar pesquisas sobre las fuentes 
primarias de información tales como las leyes, en reciente publicación el portal 
WEB ATRACCIÓN 360 (s.f.), indicó la forma en la cual se calculan las multas en 
Finlandia, al decir: 
 
¿Cómo se calcula una multa en Finlandia? Con base en la mitad del 
ingreso diario neto del infractor, con cierta consideración a la cantidad 
de hijos bajo su techo, y una deducción que se considere suficiente 
para cubrir los gastos básicos, actualmente en 255 euros. Después, 
esa cantidad se multiplica por el número de días de ingreso que 
debería perder el infractor, según la gravedad de la infracción. 
 
En igual sentido se planteó el desarrollo de las sanciones e infracciones en el 
Estado de San Luis de Potosí, Estados Únicos de México, donde el Decreto 
759 de 2011 señala: 
 
Si el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, sólo podrá ser 
sancionado con una multa que no exceda del importe de un salario 
diario vigente en la Entidad; en el caso de los trabajadores no 
asalariados, la multa no excederá del equivalente a un día de su 
ingreso (artículo 44). 
 
En ese entendido, atendiendo las condiciones expuestas del derecho 
comparado, lo que se propone es un sistema dinámico de multas que pueda 
ser calculado de manera subjetiva teniendo como base el ingreso diario o 
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mensual del infractor, de tal forma que la imposición de multas por faltar a las 
normas de tránsito genere igual impacto en las finanzas de los sancionados. 
 
De lograr lo anterior, de manera coercitiva  las sanciones para infractores de 
tránsito tomarían un ámbito preventivo aún mayor, pues aquellos conductores 
que por sus condiciones socioeconómicas no encuentran impacto o perjuicio 
cuando se les impone una orden de comparendo y posterior sanción por faltar 
a las normas de tránsito, se verían obligados a guardar mayor observancia de 
las normas y señales de tránsito, lo cual lleva a unas condiciones más seguras 
en las carreteras del país. 
 
9.5.3. Creación de juzgados y órganos de 
instrucción especializados 
 
El segundo grupo de propuestas a considerar se enmarca en la especialidad 
de los falladores y de quienes se encargan de instruir aquellos eventos 
dañosos en la vía, de tal forma que al momento de investigar y decidir sobre 
las sanciones a imponer y su origen, se tengan elementos técnicos y 
conocimientos suficientes para describir y entender los fenómenos físicos que 
se desarrollan en los accidentes de tránsito. 
 
La propuesta anterior se genera acogiendo el antecedente que se suscita en 
en Ecuador, que dentro de la planta del órgano de instrucción cuenta con una 
Fiscalía Especializada en Accidentes de Tránsito, la cual dentro de sus 
funciones tiene: 
 
Investiga los delitos por accidentes de tránsito, disponiendo de 
manera inmediata los reconocimientos médicos legales de las 
víctimas, así como los informes técnicos, mecánicos y avalúo de los 
daños materiales de los vehículos accidentados. Coordina sus labores 
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con la Subdirección de Investigación de Accidentes de Tránsito 
(SIAT). 
 
El SIAT realiza peritajes y avalúos de daños materiales, 
reconocimiento del lugar de los hechos, huellas, vestigios, daños a 
propiedad pública y privada, reconstrucción y simulación de 
accidentes de tránsito, que sirven como elementos fundamentales 
para el esclarecimiento de las causas que generan estos accidentes 
(FISCALÍA DEL ECUADOR, 2018). 
 
Además, los trámites que ésta realiza son: 
 
Si existen víctimas, con el parte policial, el Fiscal de la Unidad de 
atención al público de la Fiscalía de Tránsito, de oficio dispone que se 
practiquen diligencias como: reconocimientos médicos legales, 
protocolos, autopsias y reconocimientos técnicos mecánicos de 
avalúos de daños materiales. 
 
Con estos elementos de convicción, se realiza la audiencia de 
formulación de cargos de flagrancia, y se inicia la instrucción fiscal (30 
días), en contra de los presuntos responsables del accidente de 
tránsito y se solicita, si el caso amerita, medidas cautelares de 
carácter real y personal. 
 
El expediente pasa a un Fiscal para que continúen las investigaciones 
hasta que termine esta etapa y finalmente se emitirá un dictamen 
acusatorio o abstentivo, según el caso. (…) (FISCALÍA DEL ECUADOR, 
2018) 
 
En tal sentido, acudiendo al derecho comparado, en una aplicación analógica 
con el sistema colombiano, la propuesta que se eleva es creación de una 
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Fiscalía especializada para asuntos de accidentes de tránsito con la 
disposición de personal de instrucción que cuente con la capacitación 
necesaria para actuar en ese tipo de eventos, y que tenga los medios técnicos 
necesarios para evaluar las condiciones de tiempo, modo y lugar en que 
acaecen los accidentes, de tal manera que se evite impunidad o imposición de 
sanciones o condenas sin los debidos elementos, lo que se amplía en el 
sentido que el sistema judicial debe ser planteado no solamente desde el 
órgano de instrucción, sino desde el juez especializado que sea probo en el 
tema, o que su planta de personal le permita determinar con certeza la 
distribución de responsabilidades en el marco de los accidentes de tránsito, 
con miras a una justicia más efectiva y que permita realizar de una mejor 




9.5.4. Aumentar los controles sobre la calidad y 
elementos de seguridad de los vehículos 
que se comercializan en Colombia 
 
Finalmente, en cuanto a controles en seguridad para la importación o 
ensamble de automóviles en Colombia, se hace un hecho casi notorio que los 
precios bajos en ocasiones representan la facilidad de realizar un sueño o 
suplir una necesidad, sea personal o familiar, de tener carro o moto:  
 
El problema central radica en que algunas marcas se enfocan en 
ofrecer carros que sean asequibles para el consumidor. Esto quiere 
decir que buscan hacer máquinas con un bajo precio de producción. 
En este sentido, para reducir costos, se sacrifican elementos de 
seguridad. Es por esto, que el programa de evaluación de vehículos 
nuevos para América Latina y el Caribe (Latin NCAP), ha otorgado a 
varios de los carros más populares en el mercado una calificación de 
cero estrellas (EL ESPECTADOR, 2017). 
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Lo anterior toma aún más fuerza cuando, al revisar los informes rendidos por 
LATINNCAP (2016) 4, de los 10 carros más vendidos en Colombia son 
inseguros Chevrolet Sail 2016, Renault Sandero 2012, Chevrolet Spark GT 
2016 y Kia Picanto 2016). 
 
Lo anterior se expone, pues la venta de automotores que no cumplen con 
estándares internacionales en Colombia es muy elevado, pese a que la Ley 
769 de 2002 (Código Nacional de Tránsito) fija que para el registro inicial de 
un vehículo, “sus características técnicas y de capacidad deben estar 
homologadas por el Ministerio de Transporte para su operación en las vías del 
territorio nacional” (Ley 769 de 2002), y el Decreto 2150 de 1995 permite una 
homologación automática de aquellos equipos importados o producidos en el 
país destinados al servicio privado de transporte “(…), homologados por las 
autoridades de transporte y ambientales del país de origen” (MINISTERIO DE 
TRANSPORTE, 1995), en tal sentido, se permite la importación o ensamble de 
vehículos que sus características pongan en riesgo la seguridad vial. 
 
Al respecto, se propone que la Agencia Nacional de Seguridad Vial, en asocio 
con el Ministerio de Transporte y la Superintendencia de Puertos y Transporte, 
en el ámbito de sus funciones de control respecto de los vehículos 
automotores que se comercializan en Colombia, sea por producción, ensamble 
nacional o por importación, tengan una calificación entre cuatro y cinco 
estrellas, según los procedimientos y reglas del LATINNCAP (s.f.), de tal forma 
que se logre una mejor protección activa y pasiva de la seguridad de peatones, 
conductor y pasajeros. 
 
Con lo expuesto, se lograron explicar los precedentes y contexto de la 
seguridad vial en Colombia, su configuración y estructura como derecho social 
fundamental, para finalizar con los alcances que a este se le puede dar, 
partiendo por la relación tríadica entre titular, obligado y objeto del derecho, 
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para finalizar con las acciones positivas que en el marco del derecho interno y 
comparado pueden ser tenidas en cuenta para efectivizar cada vez, en una 




Retomando el contenido in extenso de los acápites segundo y tercero que por 
excelencia fueron los que abordaron el planteamiento de la seguridad vial 
adecuada al funcionamiento y estructura de los derechos sociales 
fundamentales, y a modo de conclusión se considera lo siguiente. 
 
La seguridad vial en Colombia contempla una multiplicidad de acciones y 
mandatos encaminados a la protección de los actores viales, de tal forma que 
les pueda ser garantizado su derecho a la vida, libre circulación, salud y el 
desarrollo armónico de la sociedad. En tal sentido, al encontrar su realización 
ligada íntimamente a los derechos constitucionales enunciados, se permite su 
clasificación como derecho social fundamental, desde el criterio expuesto por 
ARANGO (2005), en la medida que este se liga de manera directa a otras 
normas de derecho fundamental como la vida, salud e integridad, que se 
encuentran estatuidas en la Constitución Nacional (1991). 
 
Por lo anterior, de manera inicial se considera la seguridad vial dentro del 
ámbito de los derechos fundamentales. Siguiendo la línea de argumentación, 
al no poder describirse un mandato específico mediante una norma expresa, 
sino que su cumplimiento corresponde a acciones paulatinas en el entendido 
de generar unas condiciones de protección cada vez mayor, tal derecho social 
fundamental debe catalogarse como un principio a seguir dentro del ámbito 
jurídico nacional, y que su cumplimiento se circunscribe al ejercicio de 
acciones positivas por parte del Estado. 
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Buscando una especialidad aún mayor de la seguridad vial, por incluir en su 
ámbito de protección un amplio haz de acciones a realizar por parte del Estado 
con miras a lograr su efectividad, se plantea como derecho social fundamental, 
en el entendido que tiene un alto grado de importancia como un derecho donde 
la amplia mayoría del conglomerado social resulta favorecido, y el primer 
llamado a responder por su cumplimiento es el Estado. 
 
Así, acogiendo los criterios explicados, y que la seguridad vial se constituye 
en un medio fundamental para la defensa de los derechos constitucionales ya 
enunciados, se encuentra que esta se circunscribe de manera perfecta a lo 
que se denomina por la doctrina como “derechos sociales fundamentales 
adscriptos por vía de interpretación”, en el sentido que: 
 
La condición necesaria para la existencia de derechos sociales 
fundamentales adscriptos de un modo interpretativo es su correcta 
justificación constitucional. Así, los derechos generales positivos sólo 
pueden ser derivados de las normas constitucionales cuando la 
existencia de esos derecho se justifica correctamente mediante la 
interpretación del texto constitucional con ayuda de la argumentación 
jurídica (ARANGO, 2005, p. 41).  
 
Por ello, al ser reconocido por la Corte Constitucional (2011) como un 
desarrollo superior de los derechos a la vida, salud y libertad, además de ligarlo 
directamente con la realización de los fines esenciales del Estado, se 
considera el derecho a la seguridad vial como social fundamental, adscrito por 
vía de interpretación. 
 
Teniendo claro el anterior criterio, la relación tripartita que de dicho derecho 
social fundamental se desprende es entre el actor vial como titular del derecho, 
el Estado democrático desde sus tres ramas del poder público a modo de 
obligado, y su objeto es el de la realización de acciones positivas tendientes a 
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la evolución progresiva de las condiciones de seguridad en las vías, de tal 
forma que, sin necesidad de ser elevado a la categoría de derecho 
constitucional, su mero desarrollo como derecho social fundamental adscripto 
le permita actuar bajo la fórmula del principio prima facie. 
 
Sus alcances se fijaron desde la justiciabilidad y posibilidad de ejecución 
demostrando que, de manera inicial, el planteamiento de mayor importancia, 
por ser el que lo vincula directamente a la realización de derechos 
fundamentales constitucionales, ya se realizó con los pronunciamientos 
jurisprudenciales realizados por la Corte Constitucional, debiendo en adelante 
desarrollarse de manera inercial, partiendo de la vinculatoriedad de las 
decisiones del órgano de cierre en lo constitucional. 
 
Posterior a los pronunciamientos indicados, los alcances se fijan en un 
segundo nivel con la unificación de criterios al respecto por parte del órgano 
judicial, el acogimiento a dicha posición por parte del ejecutivo, y en un tercer 
orden al ejercicio de la facultad legislativa centrada en el Congreso de la 
República. 
 
Una vez se fijaron los alcances, desde la experiencia del grupo de trabajo con 
sustento en la normatividad interna, y las distintas figuras observadas en otros 
países, se adelantaron unas propuestas como: (i) aumentar los estándares de 
seguridad para la comercialización de automotores en Colombia; (ii) variación 
del sistema sancionatorio por infracciones de tránsito, implementando un 
sistema variable y coercitvo que permita imponer multas de acuerdo a la 
capacidad adquisitiva del infractor; (iii) mejor ejecución de las herramientas 
legales, y (iv) enfocar de mejor manera la educación a los distintos actores 
viales, pudiendo decir con todo lo anterior que se cumplió a cabalidad con el 
planteamiento del trabajo, pues se logró encuadrar la seguridad vial como 
derecho social fundamental en su categoría de adscripto, fijar su estructura, 
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alcance y definir algunas de las acciones que podría asumir el Estado con 
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